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de la Sala de Gobierno del Consejo Supremo de Justicia Mi­
litar de 4 de noviembre de 1981 y 17 de febrero de 1982, las que 
anulamos, en cuanto fijan el haber de retiro dei recurrente en 
cuantía interior aJ 90 por 100 del regulador, debiendo realizarlo 
en ese porcentaje, y manteniendo los demás pronunciamientos 
de las resoluciones impugnadas. Sin imposición de costas

Así por esta nuestra sentencia, definitivamente juzgando, lo 
pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud de conformidad con lo establecido en la Ley 
Reguladora de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, de 
27 de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me con­
fiere el articulo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa nú­
mero 54/1982 de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guaide a V E. muchos años.
Madrid. 29 di- marzo de 1984.—P. D., el Director general de 

Personal, Federico Michavila Pallarés.
Excmo. Sr. Teniente General Presidente del Consejo Supremo 

de Justicia Militar.

16595 ORDEN 111/00647/1984, de 29 de marzo, por la 
que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
de la Audiencia Nacional, dictada con fecha 7 de 
noviembre de 1983, en el recurso contencioso-admi­
nistrativo interpuesto por don Francisco Seguí Al­
varez, ex Cabo de Infantería.

Excmo. Sr.. En el recurso contencioso administrativo seguido 
en únma instancia ante la Sección Quinta de la Audiencia Na­
cional, entre partee, de una, como demandadante, don Fran­
cisco Seguí Aivarez, quien postula por sí mismo, y de -tra, 
como demandada, la Administración Pública, representada y 
defendida por ei Abogado del Estado, contra las resoluciones 
del Ministerio de Defensa de 13 de marzo y de 4 de diciembre 
de 1981, se ha dictado sentencia con fecha 7 de noviembre 
de 1983, cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que debemos de estimar y estimamos parcial­
mente el prese,ue recurso contencioso administrativo, interpues­
to por don Francisco Seguí Aivarez, en su propio nombre y 
derecho, contra las resoluciones del Ministerio de Defensa de 
13 de marzo y de 4 de diciembre de 1981 las que dejamos sin 
efecto como no ajustadas a derecho, reconociendo ai recurrente 
el empleo de Capitán de la Escala Auxiliar, condenando a la 
Administración a reconocerlo sal con las consecuencias legales 
inherentes r La1 declaración, sin expresa condena en costas 

Así por esta nuestra sentencia testimonio de la cual será 
remitido en su momento a la oficina de orige'n a loe efectos 
legales, ¡unto con el expediente, en su caso, lo pronunci irnos 
mandamos y turnamos.»

En su virtud de conformidad con ¡o establecido en la Ley 
reguladora de iu Jurisdicción Contencioso Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me 
confiere el aru.ulo 3 o de la Orden del Ministerio de Defensa 
número 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en 
sus propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E. 
Dios guarde «VE. muchos años.
Madrid, 29 de marzo de 1984 —P D., el Director general 

de Personal. Federico Michavila Paliares.
Excmo Sr. Teniente General Jefe del Estado Mayor del Ejér­

cito (JEME).

16596 ORDEN 111/00648/1984, de 29 de marzo, por la 
que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
de la Audiencia Nacional, dictada con fecha 16 
de mayo de 1983, en el recurso contencioso-admi­
nistrativo interpuesto por don Andrés Estruel del 
Mazo, ex Carabinero.

Excmo Sr.: En el recurso contencioso administrativo seguido 
en única instancia ante la Sección Quinta de la Audiencia Na­
cional, entre partes, de una, como demandante, don Andrés 
Estruel del Mazo, quien postula por sí mismo, y de otra, como 
demandada, la Administración Pública, representada y defen­
dida por ei Abogado del Estado, contra las resoluciones del 
Ministerio de Defensa de 21 de marzo y 31 de octubre de 1980 
y 13 de enero de 1981, se ha dictado sentencia con fecha 18 de 
mayo de 1983 cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que desestimando ei recurso contencioso-adminis- 
trativo interpuesto por don Andrés Estruel del Mazo contra las 
resoluciones del Ministerio de Defensa de 21 de marzo y de 31 
de octubre de 1980 y 13 de enero de 1981, dictadas en el expe­
diente administrativo a que se refiere estas actuaciones, resolu­
ciones que declaramos conformes a derecho, y no hacemos 
expresa imposición de costas.

Así por esta nuestra sentencia, testimonio de la cual será 
remitido en su momento a la oficina de origen a los electos 
legales, junto con el expediente, en su caso, lo pronunciamos, 
mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me 
confiere el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa 
número 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en 
sus propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 29 de marzo de 1984.—P. D., el Director general de 

Personal, Federico Michavila Pallarés.
Excmo. Sr. Teniente General Director general de la Guardia

Civil.

16597 ORDEN 111/00649/1984, de 29 de marzo, por la 
que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
de la Audiencia Nacional, dictada con fecha 17 
de octubre de 1983, en el recurso contencioso-ad­
ministrativo interpuesto por doña Mercedes Soler 
Candela, viuda de don Valeriano Ivars Catalá.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sección Quinta de la Audiencia Na­
cional, entre partes, de una, como demandante, doña 
Soler Candela, quien postula por si misma, y de otra, como 
demandada, la Administración Pública, representada y defen­
dida por el Abogado del Estado, contra resoluciones del Minis­
terio de Defensa de 14 de enero y 31 de marzo de 1982, se ha 
dictado sentencia con fecha 17 de octubre de 1980, cuya parte 
dispositiva es como sigue:

•Fallamos: Que debemos desestimar y desestimamos el re­
curso contencioso-administrativo interpuesto por doña Mercedes 
Soler Candela, viuda de don Valeriano Ivare Catalá, contra las 
resoluciones del Ministerio de Defensa de 14 de enero y 31 
de marzo de 1982, por las que se declaró la inadmisibilidad 
de la instancia presentada por la recurrente en solicitud de 
que le fueran aplicados los beneficios del Real Decreto-ley 0/ 
1978: sin imposición de costas.

Así por esta nuestra sentencia, testimonio de 1a cual será 
remitido en su momento a la oficina de origen a los efectos 
legales, junto con el expediente, en su caso. Lo pronuncíanos 
mandamos y firmamos.»

En su virtud,-de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1958, y en uso de las facultades que me con­
fiere el articulo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa nú­
mero 54/1982. de 18 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 29 de marzo de 1984 —P. D.. el Director general de 

Persona!, Federico Michavila Pallarás.
Excmo. Sr. Teniente General Jefe del Estado Mayor del Ejér­

cito (JEME).

16598 ORDEN 111/00650/1984, de 29 de marzo, por la 
que se dispone ei cumplimiento de la sentencia 
de la Audiencia Nacional, dictada con fecha 10 
de octubre de 1983, en el recurso contencioso-admi­
nistrativo interpuesto por don Francisco Sánchez 
Escalante, ex Cabo de Infantería.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sección Quinta de la Audiencia Na­
cional, entre partes, de una, como demandante, don Francisco 
Sánchez Escalante, quien postula por sí mismo, y de otra, 
como demandada, la Admimstrarión Pública, representada y 
defendida por el Abogado dej Estado, contra resoluciones del 
Ministerio de Defensa de 24 ce febrero y 21 de julio de 1981, 
se ha dictado sentencia con fecha 10 de octubre de 1083, cuya 
parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que estimando el recurso contencioso-administra- 
tivo interpuesto por el Letrado don Joaquín D’Ocón Ripoll, en 
representación de don Francisco Sánchez Escalante, contra re­
soluciones del Ministerio de Defensa de 24 de lebrel o y 21 de 
julio de 1981, que anulamos poi no ser conformes a derecho 
y en su lugar declaramos que a los efectos de, la aplicación 
de los beneficios inherentes dei Real Decreto-ley 8/1978, de 6 
de marzo, el empleo que hubiere alcanzado el recurrente es 
ol de Capitán, sin imposición de costas.

Así por esta nuestra sentencia, testimonio de la cual será 
remitido para su ejecución, junto con el expediente, a la ofi­
cina de origen, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27



de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me con­
fiere el articulo 3." de la Orden del Ministerio de Defensa nú­
mero 54/1082 de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 20 de marzo de 1984.—P. D., el Director general de 

Personal. Federico Michavila Pallarás.
Excmo. Sr. Teniente General Jefe del Estado Mayor del Ejér­

cito (JEME).

16599 ORDEN 111/00651/1984, de 29 de marzo, por la 
que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
de la Audiencia Nacional, dictada con fecha 14 
de noviembre de 1983, en el recurso contencioso-as­
ministrativo interpuesto por don Antonio Capilla 
Rodríguez y proseguido por fallecimiento del mis­
mo por su viuda, doña María Chamizo Cantell.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sección Quinta de la Audiencia Na­
cional, entre partes, de una, como demandante, don Antonio 
Capilla Rodríguez, quien postula por sí mismo, y de otra, como 
demandada, la Administración Pública, representada y defen­
dida por el Abogado del Estado, contra resoluciones del Minis­
terio de Defensa de 16 de diciembre de 1081 y 2 de febrero de
1982, se ha dictado sentencia con fecha 14 de noviembre de
1983, cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que rechazando el motivo de inadmisibilidad pro­
puesto, debemos desestimar y desestimamos el recurso con­
tencioso-administrativo interpuesto por don Antonio Capilla Ro­
dríguez y proseguido, por fallecimiento del mismo, por su viu­
da, doña María Chamizo Cantell, contra las resoluciones del 
Ministerio de Defensa de 16 de diciembre de 1981 y 2 de fe­
brero de 1982, por las que se declaró la inadmisibilidad de 
instancia solicitando los beneficios del Real Decreto-ley 6/1978; 
sin imposición de costas.

Asi por esta nuestra sentencia, testimonio de la cual será 
remitido en su momento a la oficina d$ origen a los efectos 
legales, junto con el expediente, en su caso, lo pronunciamos, 
mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Adminlstrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me con­
fiere el articulo 3.® de la Orden del Ministerio de Defensa, nú­
mero 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en su? 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dioe guarde a V. E. muchos años.

Madrid, 29 de marzo de 1984.—P. D., el Director general do 
Personal, Federico Michavila Pallarés.
Excmo Sr. Teniente General Jefe del Estado Mayor del Ejér­

cito (JEME).

16600 ORDEN 111/00640/1984, de 2 de abril, por la que 
se dispone el cumplimiento de la sentencia de la 
Audiencia Territorial de Madrid, dictada con fecha 
3 de noviembre de 1983, en el recurso contencioso­
administrativo interpuesto por don José Ruiz-Gi­
ménez Cortés, Coronel de Aviación, Caballero Mu­
tilado Permanente.

Excmos. Sres.: En el recurso contencioso-administrativo se­
guido en única instancia ante la Sala Segunda de lo Conten- 
cioso-Administrativo de la Audiencia Territorial de Madrid, en­
tre partes, de una, como demandante, don José Ruiz-Giménez 
Cortés, quien postula por si mismo, y de otra, como deman­
dada, la Administración Pública, representada y defendida por 
el Abogado del Estado, contra resolución del Ministerio de De 
fensa de 27 de julio de 1970, se ha dictado sentencia con fe­
cha 3 de noviembre de 1983, cuya parte dispositiva es como 
sigue:

«Fallamos: Que desestimando el recurso contencloso-adml- 
nistrativo Interpuesto por el Procurador don Santos Gandarl- 
llas Carmona, en nombre y representación de don José Ruiz- 
Giménez Cortés, contra la resolución del Ministerio de Detensa 
de fecha 27 de julio de 1079 y contra la desestimación expre­
sa del recurso de reposición interpuesto frente a la anterior 
resolución, debemos declarar y declaramos ajustadas a dere­
cho amba9 resoluciones, absolviendo a la Administración deman­
dada de todos los pedimentos formulados en su contra, y sin 
hacer pronunciamiento respecto a las costas procesales.

Así por esta nuestra sentencia lo pronunciamos, mandamos 
y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1958 y en uso de las facultadse que me con­
fiere el artículo 3.® de la Orden del Ministerio de Defensa

número 541982, de- 16 de marzo, dispongo que sp cumpla en 
sus propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a VV. EE.
Dios guarde a VV. EE. muchos años.
Madrid, 2 de abril de 1984.—P. D., el Director general de 

Personal, Federico Michavila Pallarés.
Excmos. Sres. Subsecretario y Director general de Mutilados 

de Guerra por la Patria.

16601 ORDEN 111/00641/1984, de 2 de abril, por la que 
se dispone el cumplimiento de la sentencia de la 
Audiencia Territorial de Madrid, dictada con fe­
cha 2 de diciembre de 1983, en el recurso conten­
cioso-administrativo interpuesto por don Eusebio 
García Delgado, Soldado de Infantería.

Excmos, Sres.: En el recurso contencioso-administrativo se­
guido en única instancia ante la Sala Cuarta de lo Conten- 
cioeo-Administrativo de la Audiencia Territorial de Madrid, en­
tre partes, de una, como demandante, don Eusebio García Del­
gado, quien postula por sí mismo v de otra, como demandada, 
la Administración Pública, representada y defendida por el Abo­
gado del Estado, contra acuerdo de la Dirección General de 
Mutilados de 21 de enero de 1980. se ha dictado sentencia con 
fecha 2 de diciembre de 1983, cuya parte dispositiva es como 
sigue:

«Fallamos: Que desestimando el recurso contencioso-admi­
nistrativo interpuesto por el Procurador don José Luis Martínez- 
Fornes Hernández en nombre y representación del Soldado de 
infantería don Eusebio García Delgado, debemos declarar y 
declaramos no haber lugar a la nulidad de las resoluciones 
impugnadas, las que se mantienen, absolviendo a la Administra­
ción de las pretensiones contra ella deducidas y sin que tenga 
derecho a ser integrado en el benemérito Cuerpo.de Mutilados 
de Guerra por la Patria Sin expresa condena en costas.

Así por esta nuestra sentencia lo pronunciamos, mandamos 
y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contenciosa-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956,' y en uso de las facultades que me con­
fiere el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa 
número 54/1982. de 18 de marzo, dispongo que se cumpla en 
sus propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a VV. EE.
Dios guarde a VV. EE. muchos años.
Madrid, 2 de abril de 1984.—P. D.. el Director general de 

Personal, Federico Michavila Pallarés.
Excmos. Sres. Subsecretario y Director general de Mútilados

de Guerra por la Patria.

16602 ORDEN 111/00715/1984, de 2 de abril, por la que 
se dispone el cumplimiento de la sentencia del 
Tribunal Supremo, dictada con fecha 27 de diciem­
bre de 1983, en el recurso contencioso-administra­
tivo interpuesto por don Nicolás Castro Riobal, 
Marinero primero de la Armada.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
entre partes: de una, como demandante, don Nicolás Castro 
Riobal, quien postula por sí mismo, y de otra, como demandada, 
la Administración Pública, representada y defendida por el Abo­
gado del Estado, contra resoluciones del Consejo Supremo de 
Justicia Militar de 14 de octubre de 1981, se ha dictado sentencia 
con fecha 27 de diciembre de 1983, cuya parte dispositiva es 
como sigue:

«Fallamos: Que rechazando la causa de inadmisibilidad pro­
puesta por el defensor de la Administración al contestar a la 
demanda, y aceptando el allanamiento de la pretensión principal 
del recurrente, estimamos en parte el recurso contencioso-ed- 
ministrativo interpuesto por don Nicolás Castro Riobal contra 
las resoluciones de la Sala de Gobierno del Consejo Supremo de 
Justicia Militar de 14 de octubre de 1981, las que anu amos 
en cuanto fijan la pensión de retiro del recurrente en cuantía 
inferior al 90 por 100 del haber regulador, debiendo dictar i, uevo 
acuerdo señalándose en ese porcentaje, y confirmando las demás 
decisiones de las resoluciones impugnadas; sin imposición de 
las costas causadas en este proceso.

Así por esta nuestra sentencia, definitivamente juzgando, lo 
pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956 y en uso de las facultades que me confiere 
el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa núme­
ro 54/1982, de 18 de marzo, dispongo que se cumpla en sus pro­
pios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 2 de abril de 1984.—P. D., el Director general de 

Personal, Federico Michavila Pallarés.
Excmo. Sr. Teniente General Presidente del Consejo Supremo

de Justicia Militar.


